En Buenos Aires, a los 24 días del mes de febrero del año dos mil once, hallándose reunidos en acuerdo los Señores Vocales de la Sala III de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal a fin de pronunciarse en los autos "ESCOBAR JULIAN c/ EDESUR SA Y OTRO s/ daños y perjuicios", y de acuerdo al orden de sorteo la Dra. Medina dijo:

1. Julián Escobar recibió una descarga eléctrica al tocar accidentalmente un cable de alta tensión con una varilla de hierro de 12 metros de longitud mientras realizaba trabajos de encofrado de hormigón armado en la losa del último piso del edificio de la calle Gualeguay 835 de Ingeniero Budge, Partido de Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires, en el que se encontraba efectuando esas tareas.

Para resarcirse de los daños que sostuvo haber padecido, promovió la demanda de autos contra la Empresa Distribuidora y Comercializadora Sur S.A. (Edesur), Walter Gutiérrez y/o quien resulte propietario del inmueble donde se había producido el siniestro (la acción intentada respecto de estos últimos codemandados fue desistida a fs. 105).

En su presentación inaugural de fs.22/36 vta., el actor le imputó a la demandada la responsabilidad derivada del accidente, en tanto entendió que había sucedido a consecuencia de los defectos en el mantenimiento que presentaba el cable de distribución de energía eléctrica, ya que carecía de la protección necesaria.

Luego de que la pretensión fuera resistida por Edesur S.A. a fs. 47/62, el señor Magistrado de la anterior instancia hizo lugar parcialmente a la acción en su pronunciamiento de fs. 346/50.Para decidir de esta manera, consideró que la prestadora, aún cuando no pudiera exigírsele que tomara recaudos respecto de la nueva obra en construcción que se estaba desarrollando y en la que laboraba Escobar, no podía desconocer la existencia de otras construcciones existentes en el lugar que también acortaban la distancia con el tendido eléctrico.

Por otro lado, también juzgó que el actor había sido imprudente en la manipulación de la barra de hierro, puesto que incurrió en negligencia al no tomar los recaudos pertinentes según las reglas del arte teniendo en cuenta la cercanía del tendido eléctrico.

En particular, el magistrado "a quo" sostuvo que recibía aplicación el precedente de la Sala 2 que individualizó a fs. 349 (2do. párr.), en virtud del cual se había atribuido la responsabilidad a la empresa constructora que no había provisto al trabajador de los elementos apropiados para realizar la tarea. Precisó también que dicha solución debía ser aplicada al caso de autos, en tanto el actor reunía ambas calidades de empresario y trabajador-víctima, razón por la cual concluyó que ambas partes habían contribuido en iguales proporciones al acaecimiento del hecho dañoso.

Finalmente, condenó a la demandada a abonar al actor la suma de $35.000 en concepto de reparación de la incapacidad sobreviniente y del daño moral, disponiendo que las costas quedaran a cargo de aquélla en virtud de su carácter de vencida.

2. La demandada apeló a fs. 383 vta. (cap.IV) y expresó agravios en el escrito de fs. 396/99, que mereció la respuesta de su contraparte que corre a fs. 401/03. A su vez, el actor se alzó contra la sentencia a fs. 386, fundando su apelación en la pieza de fs. 392/95 vta.Establecido lo que antecede y resumiendo las expresiones de agravios en sus conceptos y elementos sustanciales, advierto que la parte actora se disconforma con los montos indemnizatorios acordados y la distribución de la responsabilidad, por cuanto considera que la responsabilidad por el accidente debe ser asumida en forma íntegra por la demandada en virtud de la negligencia incurrida por ella en el incorrecto aislamiento del cable en cuestión.

A su vez, el discurso que contiene el embate recursivo de Edesur S.A. apunta a la eximición de responsabilidad ya que entiende que la conducta de la víctima tuvo exclusiva incidencia causal en el siniestro.

Ante todo, debo señalar que el Juez no está obligado a seguir todas las argumentaciones que se le presenten, sino sólo las conducentes para resolver el conflicto (conf. C.S. Fallos 258:304; 262:222; 272:225; 278:271 y 291:390, entre otros más). Me atengo así a la jurisprudencia que considera que esta metodología de fundamentación de las sentencias judiciales es razonable, extremo que implica su compatibilidad con los principios y garantías constitucionales (Fallos: 265:301; 278:271; 287:230; 294:466, entre muchos otros). Recuerdo, por lo demás, que criterio análogo tiene sustento normativo en el reconocimiento de que los jueces no están obligados a exponer en el fallo todas y cada una de las valoraciones que le pudieran merecer las constancias y pruebas del caso, sino solamente de aquellas que resultan decisivas para emitir la sentencia (confr. art. 386, 2a. parte , CPCC).

Sentado lo anterior, advierto, por lo pronto, que a esta altura del debate no se encuentran controvertidas las circunstancias fácticas del caso, esto es, que el día 10.9.02, el actor, mientras manipulaba una barra de hierro de 12 metros de longitud y de 12 milímetros de diámetro, recibió una descarga eléctrica al tocar un cable de alta tensión que pasaba al frente del edificio en el que estaba realizando trabajos de encofrado en la losa del primer piso.

3.A los fines de resolver el tema de la responsabilidad que está en discusión -cuyo análisis resulta prioritario-, me interesa recordar que la "electricidad", a la que le resultan aplicables las disposiciones referentes a las cosas (art. 2311 Código Civil), presenta una condición especialmente riesgosa que somete a quienes la utilizan como dueños o guardianes, a las consecuencias legales previstas por el artículo 1113 del Código Civil.

A lo que es dable añadir que, tal como lo puso de manifiesto mi estimado colega el Dr. Recondo, al votar en primer término en la causa "Poloni, Aldo N. v. Empresa Distribuidora de Electricidad EDESUR S.A. del 1.11.07 (Lexis N° 70042885), que la prestadora, en tanto se beneficia con la explotación de una cosa riesgosa en alto grado, debe ejercer vigilancia y control para que su suministro se preste en forma de no dañar a terceros. Ello es así, pues la responsabilidad de la empresa prestataria de energía eléctrica emana no sólo del carácter de propietaria de las instalaciones, sino también de la obligación de supervisión que es propia de esa actividad, la que la obliga a ejercer una razonable vigilancia de las condiciones en que se presta el servicio, para evitar sus consecuencias dañosas (conf.Corte Supr., Fallos 310:2103).

También es sabido que cuando el daño se origina en el riesgo de la cosa utilizada, la ley no admite que el causante se exima de responsabilidad acreditando su falta de culpa, sino que el único descargo que la norma prevé es que el dueño o guardián de la cosa demuestre que el hecho dañoso fue ocasionado por la culpa de la víctima o la de un tercero por quien no debe responder.

Por otro lado, se debe tener presente además, que el riesgo de la cosa es una probabilidad de daño abstracta (un peligro especial, intenso), que cuando proviene de las características normales de la cosa, se infiere de la naturaleza, destino y aplicación funcional, sin necesidad de demostración específica, por cuanto la peligrosidad de la cosa casi siempre se agota en la prueba de cuál es la clase de cosa que ha intervenido en el contexto lesivo. También puede ser necesario acreditar el modo de intervención de la cosa en el suceso, pues muchas veces la peligrosidad se conecta con un dinamismo de ella (conf. M. Zavala de González, "Resarcimiento de Daños", t. 3, El proceso de daños, p. 231).

4. Completo estas breves anotaciones previas al análisis del tema de fondo, poniendo de resalto también que al pretensor le corresponde la tarea de acreditar los hechos constitutivos de su reclamo resarcitorio, esto es, la intervención o participación de la cosa riesgosa o viciosa o que el daño provino de la actividad, como así también el daño resarcible y la relación de causalidad entre la cosa y el daño (conf. J. M. Prevot, Electricidad, riesgo, eximentes y responsabilidad, LL Litoral 2006 (noviembre), p.1274).

Corresponde ponderar asimismo que la carga de la prueba de la relación causal se ve aligerada ya que a aquél le basta con demostrar la intervención "activa" de la cosa riesgosa o viciosa en el hecho dañoso, o del daño causado y el contacto con ella si se trata de una cosa inerte, a partir de la cual se establecerá la presunción de causalidad. A su vez, como ya lo dije antes, al deudor le compete acreditar los hechos extintivos o impeditivos que alegue en su defensa (conf. J.M. Prevot, op. cit., auts. citados en la nota 39, conf. C. Civ. y Com. Junín, causa precit.).

Ahora bien, aún cuando la línea portadora tiene naturaleza riesgosa (conf. SCBA AC. 85.552, "A. d. E., V. y otros c/ Cooperativa Eléctrica de Azul Ltda. Daños y perjuicios" S 22-8-2007) y se considere asimismo que los cables por los que circula corriente eléctrica de alto voltaje constituyen cosas peligrosas a los efectos de lo dispuesto en el art. 1113, parte 2ª, apartado 2° del Código Civil (conf. esta Sala, causa "Poloni" antes mencionada), ello no implica que todo tendido eléctrico -por el solo hecho de serlo- configure la causa adecuada de cualquier daño originado por el contacto con el fluido que transporta (conf. mi voto en la causa 4441/07 del 8.5.09).

En efecto, no siempre el dueño o guardián de las instalaciones resulta responsable civil de tales perjuicios (conf. A. F. Varizat "Causas ajenas frente a la cosa inerte riesgosa (tendido eléctrico)" LNC 2006-8-763), pues no basta predicar automáticamente esa tipificación y desinteresarse de la mecánica del hecho a la luz de las pruebas arrimadas, debiéndose rescatar que la causalidad puede quedar comprobada por medio de presunciones (conf. mi voto antes mencionado, ver también, C. Ap el. Civ. y Com. Junín, causa premencionada y autores allí citados).

5.Tal como fue expuesto, las partes no controvierten que las lesiones de Escobar se produjeron por la descarga eléctrica que provino del contacto de la barra de hierro que manipulaba con la línea de alta tensión, circunstancia ésta que también puso de resalto el perito a fs. 218 al responder la pregunta 8° del cuestionario de la demandada. En tales condiciones, le correspondía a la prestadora acreditar la eximente basada en la culpa de la víctima o de un tercero por el que no debía responder.

Es cierto que la potencia de la cantidad de energía eléctrica que transporta un cable de alta tensión exigía a la prestadora los mayores recaudos para su instalación y mantenimiento. Sin embargo, en la especie no se ha acreditado una falla en la instalación o en el servicio prestado por esta última y, en la hipótesis de que ese defecto hubiera existido, que hubiese incrementado el riesgo.

Repárese, en ese sentido, que el perito informó: 1) que la causa del infortunio no se debió a una falta de mantenimiento de las líneas aéreas (conf. fs. 217, resp. a la preg. 7 de la actora), 2) que no existen registros de la prestadora sobre fallas o reclamos de vecinos referidos al lugar del hecho (conf. fs. 217 y vta., resp. preg. 3 de la demandada y fs. 254) y 3) que la reglamentación no exige que los cables en cuestión tengan protección o cobertura, ya que pueden estar "desnudos" (conf. fs. 216 vta., resp. a preg. 6 de la actora y resp. a preg. 4 de la demandada).

Por otro lado, debo destacar que como premisa fáctica incontrovertida en los presentes autos ha quedado establecido que el accidente ocurrió mientras el actor efectuaba una reforma en el inmueble.Tratándose, pues, de una obra nueva, o sea, posterior a los trabajos de instalación de las redes de distribución eléctrica en la zona, no se evidencia una dejadez o una omisión de control prolongada por parte de la prestadora.

La circunstancia de que esa obra nueva hubiera acortado las distancias que debían existir entre los conductores y las partes potenciales a tierra, fue explicado por el experto cuando se refirió a que los conductores están instalados conforme las normas técnicas y que el voladizo de la losa superior, que sobresale un metro de la línea de edificación y se encuentra a una distancia menor a los 3 metros, fue construido con posterioridad a la instalación de todo el sistema eléctrico (conf. fs. 216 vta., resp. a la preg. 6 de la actora).

A esta altura, debo manifestar que me parece irrelevante para la decisión del caso, considerar si existían otras construcciones en la zona como las que menciona el "a quo", ya que lo que se observa en las fotografías adjuntadas no permite llegar a la conclusión que propone, sobre todo si se pondera que el punto no fue sometido al dictamen del perito.

Desde otro ángulo, tampoco creo que la circunstancia de que la víctima reuniera las calidades de empresario y trabajador por haber estado laborando por su cuenta, justifique atribuir la responsabilidad a la prestadora, aun en forma parcial, como lo decidió el juzgador con apoyo en lo decidido en el pronunciamiento que menciona el "a quo" (conf. Sala II, causa 844/95 del 19.9.02).

Antes bien, en dicho precedente se distribuyó la responsabilidad entre el trabajador y el empresario y, en cambio, se eximió de responsabilidad a la prestadora por cuanto se consideró que el tendido eléctrico no había operado causalmente en el desenlace, tramo este de la decisión que es el que recibe aplicación en la especie.Allí se destacó puntualmente que la instalación había sido realizada conforme a las reglamentaciones y medidas de seguridad vigentes, con lo cual resultó ser un agente pasivo o inerte del siniestro, sin que se haya demostrado la existencia de causa que permitiera atribuir responsabilidad a quien era su dueño o guardián (conf. P. Cazeaux-F. Trigo Represas, Derecho de las obligaciones, t.III, p. 417 y ss. cit. por el Dr. Recondo en el precedente antes mencionado).

6. Me interesa dejar asentado a esta altura que el Ing. Amoedo también aclaró que el actor debió haber trabajado con el aislamiento correspondiente (conf. fs. 218, resp. a la preg. 11 de la demandada).

De lo expuesto se desprende, a mi juicio, que aún cuando no estuviera realizando tareas eléctricas, la omisión de Escobar de utilizar un atavío adecuado al posicionar una varilla de hierro de 12 metros en las cercanías de los cables con los que hizo contacto, indica que fue su accionar inadecuado lo que produjo la descarga. Adviértase, en especial, que el perito sostuvo que el shock eléctrico provino de ese contacto (conf. asimismo, fs. 218, resp. del perito a la preg.8 del cuestionario de la demandada).

Encuentro útil destacar asimismo que, en razón de su oficio de albañil, aquél debía conocer los peligros que la manipulación de un elemento de esa longitud en ese lugar y saber como conjurarlos, cuidando por si mismo de su propia seguridad y evitando las operaciones que pudieren ser generadoras de riesgos innecesarios. Para lo cual debía tomar los recaudos indispensables, máxime cuando se trataba de un trabajo potencialmente peligroso (conf. C. Civ. y Com. Mar del Plata, sala 2ª, causa "Pereira Neira Elisea v.Ahertz Gustavo", del 4.7.00, Lexis Nº 14/126975).

Sobre el particular, cabe agregar que según el sistema de determinación de la culpa que establece el Código Civil (régimen de la culpa en concreto), una conducta reprochable deberá ser el resultado de la comparación entre lo obrado por el autor del hecho y lo que habría debido obrar para actuar correctamente, teniendo en cuenta la naturaleza de la obligación, las circunstancias de tiempo y lugar y la prudencia y conocimiento de las cosas que hacían a la condición de cosa productora de riesgo (conf. C.Civ. y Com. La Matanza, Sala 2°, causa "Ramírez, Demetrio E.O. y otra c. Edenor S.A. del 22.12.09).

He de puntualizar todavía que además de los usos y costumbres, el sentido común indica que una atenta observación del entorno por parte de Escobar, hubiera podido evitar que la varilla de hierro que manipulaba -que tenía una longitud de 12 metros- hiciera contacto con el tendido eléctrico. O bien, para evitar que ello pudiera suceder, debió saber que era conveniente utilizar guantes especiales para evitar una descarga en caso de que accidentalmente la varilla entrara en contacto con el cableado.

Lo expuesto me lleva a concluir que existió una utilización imperita de ese elemento por parte del actor en condiciones de inseguridad que adicionalmente agravaron las perjudiciales consecuencias de un peligro que se presentaba como potencial pero que era previsible.

Por consiguiente, toda vez que la causa de infortunio se encuentra en la conducta de la víctima, corresponde hacer lugar a los agravios que trae la demandada, por lo que se impone el rechazo de la demanda interpuesta en su contra. El sentido de esta decisión me exime de analizar el recurso de la actora.

Por lo expuesto, propongo al Acuerdo revocar la sentencia apelada absolviendo de la demanda a Edesur S.A.

Con costas de ambas instancias a cargo del actor, en su calidad de vencido (art. 68 , Cód. Procesal).

Así doy mi voto.

El Dr.Recondo, por análogos fundamentos adhiere al voto precedente. Con lo que terminó el acto firmando los Señores Vocales por ante mí que doy fe.

Fdo.:

Graciela Medina.

Ricardo Gustavo Recondo.

Es copia fiel del original que obra en el Tº 4, Registro Nº 47, del Libro de Acuerdos de la Sala III de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal.

Buenos Aires, 24 de febrero de 2011.

Y VISTO: lo deliberado y las conclusiones a las que se arriba en el Acuerdo precedente, el Tribunal RESUELVE: revocar la sentencia apelada absolviendo de la demanda a Edesur S.A. Con costas de ambas instancias a cargo del actor, en su calidad de vencido (art. 68, Cód. Procesal).

A los efectos de la regulación de los honorarios de los profesionales intervinientes corresponde tener en cuenta que en casos como el aquí debatido la naturaleza del asunto impone atenerse al monto por el que razonablemente pudo haber prosperado la demanda en razón de las circunstancias que caracterizan esta litis, toda vez que según jurisprudencia de esta Cámara, la doctrina plenaria sentada en la causa "Ford Motors S.A. c/ Gobierno Nacional" del 7-9-96 para los casos de rechazo total de la demanda, no es de aplicación a los juicios de daños a las personas en tanto la suma reclamada ha quedado sujeta a la formula "lo que en más o en menos resulte de la prueba a producirse", como aquí acontece (conf.Sala II, causas 46.914/95 del 20-6-96; 7315/99 del 20-10-06; Sala I, causas 8117/92 del 5-3-02 y 2832/97 del 6-3-07; entre otras). En cuanto a los intereses, deben ser computados desde la fecha del evento dañoso y como parte integrante del monto del asunto, pues el interés económico discutido en el pleito no varía según que la pretensión deducida prospere íntegramente o sea rechazada, ya que, a esos efectos, la misma trascendencia tiene el reconocimiento de un derecho como la admisión de que el supuesto derecho no existe (conf. esta Sala, causa 4716/01 del 6-4-06; Sala 1, causa 1168/92 del 9-12-97; Sala II, causa 13.947/03 del 12-2-08 y sus citas).

Establecido lo que antecede y ponderando asimismo la extensión, calidad e importancia de los trabajos desarrollados, así como las etapas cumplidas, se regulan los honorarios de los profesionales de la demandada, Dres. César Gabriel Garone, Cristina Carmen Ciancio, Marisa Leonor Gil y Jorgelina Carla Barbieri en las sumas de ($.), ($.), .($.) y ($.), en ese orden y los de la dirección letrada y representación de la actora. Dres. Carlos Alberto Martínez, Luís Iraha, Fernando Artigas y Valeria Andrea López Kolln en las cantidades de ($.), ($.), ($.) y ($.), en el orden indicado (arts. 6, 7 , 9 , 37 y 28 de la le y 21.839).

Ponderando la extensión, calidad y complejidad de las labores cumplidas por los peritos ingeniero, médica psiquiatra y médico legista intervinientes -Ing. Fernando Carlos Amoedo, Dra. Silvia Marta Raiden y Dr. Roberto Rafael Halliburton- se establecen sus honorarios en la suma de ($.) para cada uno de ellos.

Por las tareas de alzada, ponderando la calidad e importancia de los trabajos y el resultado de los recursos se fijan los honorarios de la dirección letrada y representación de la demandada, Dres. Pablo Pirovano y Guillermo Lasala en las sumas de ($.) y ($.), respectivamente, y en la cantidad de ($.) los emolumentos del letrado apoderado de la actora, Dr. Carlos Alberto Martínez (art. 14 y citados del arancel mencionado).

El Dr. Antelo no suscribe la presente por hallarse en uso de licencia (art. 109 del RPJN).

Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Graciela Medina.

Ricardo Gustavo Recondo.
